
Señor (a): 
JUEZ CONSTITUCIONAL DE TUTELA (REPARTO) 
E.S.D. 
 
REF: ACCIÓN TUTELA 
 
ACCIONANTE: MARIA DEL PILAR RENGIFO CANO 
ACCIONADA: UNIVERSIDAD LIBRE - NIT: 860013798-5 Y COMISIÓN NACIONAL DEL 
SERVICIO CIVIL - CNSC - NIT: 900003409-7 
VINCULADOS A SOLICITUD DE PARTE: Terceros interesados. 
  
Yo MARIA DEL PILAR RENGIFO CANO, ciudadana en ejercicio, identificada con la cédula de 

ciudadanía No. 52.443.974, domiciliada y residente en la ciudad de Bogotá, obrando en nombre 

propio ante el despacho a su digno cargo, interpongo ACCIÓN DE TUTELA contra la Universidad 

Libre NIT: 860013798-5 y la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL - CNSC NIT: 

900003409-7. Por la vulneración y transgresión de mis derechos fundamentales en especial a la 

Confianza Legítima, transparencia, principios de legalidad y Buena fe, Igualdad (artículo 13 

Constitución Nacional), justicia, al trabajo, acceso a la carrera administrativa por meritocracia 

(artículo 40 numeral 7 y articulo 125 Constitución Nacional), Debido Proceso (artículo 29. 

Constitución Nacional) y trabajo en condiciones dignas (art. 25 constitucional). Pido que se 

vincule a los terceros que puedan estar interesados en la presente acción de tutela. 

La presente solicitud de amparo tiene como fundamentos los siguientes: 

HECHOS 

 

Me inscribí al Proceso de Selección No. 1487 de 2020 - Distrito Capital 4, en el cargo de 

Profesional Universitario Código 219 – Grado 15, OPEC 137186, de la Secretaría Distrital 

Movilidad, el cual se rige por el ACUERDO No. № 0409 DE 2020.  Las dos primeras etapas de 

este concurso de méritos las superé con éxito (verificación de requisitos mínimos y prueba de 

conocimientos básicos, funcionales y comportamentales) logrando resultados satisfactorios para 

continuar en el proceso de selección de dicha convocatoria. 

 

La tercera etapa, correspondiente a la Prueba de Valoración de Antecedentes se debe calificar 

de acuerdo a lo citado en el anexo del ACUERDO No. CNSC 409 del 30 Diciembre de 2020 que 

cita: (...)...Esta prueba se aplica con el fin de valorar la Educación y la Experiencia acreditadas 

por el aspirante, adicionales a los requisitos mínimos exigidos para el empleo a proveer. (…) 

Para valorar la Experiencia se tendrán en cuenta los Factores de Experiencia Laboral, 

Experiencia Relacionada, Experiencia Profesional, Experiencia Profesional Relacionada, 

Experiencia Docente como se especifica más adelante (…) 

En mi caso específico, el empleo a proveer solicita Cuarenta y dos (42) meses de experiencia 

profesional. Al respecto el anexo del ACUERDO No. CNSC 409 del 30 Diciembre de 2020 

señala: 

 



(…) …5.4. Empleos que tengan como requisito mínimo experiencia profesional (nivel Profesional) 

o laboral (niveles Técnico y Asistencial). 

5.4.1. Nivel Profesional: La experiencia adicional al Requisito Mínimo se valorará de acuerdo con 

la experiencia exigida para el empleo y tendrá un puntaje acumulable con una parte entera y dos 

(2) decimales truncados. La escala de calificación será de cero (0,00) a cuarenta (40,00) puntos 

para la experiencia profesional y de cero (0,00) a quince (15,00) puntos para la experiencia 

profesional relacionada. 

 

En el aplicativo SIMO están debidamente cargadas 24 (veinticuatro) certificaciones 

correspondientes a la experiencia laboral. Al revisar atentamente una a una estas certificaciones, 

4 (cuatro) de ellas cumplen para ser calificadas como Experiencia Profesional Relacionada, 19 

(diecinueve) cumplen para ser calificadas como Experiencia Profesional y 1 (una) no puede ser 

calificada por ser una experiencia laboral obtenida antes de la expedición de la tarjeta profesional. 

 

Los resultados de la Prueba de Valoración de Antecedentes fueron publicados el 30 de 

septiembre de 2021, en donde obtuve un puntaje de 50,94. Al revisar en detalle cada ítem para 

el resultado total de la valoración de antecedentes observé varias cosas: 

– Obtuve un puntaje de 10 puntos por educación formal, lo cual es correcto ya que fue 

debidamente tenido en cuenta la Especialización en Gerencia Ambiental de la 

Universidad Libre 

– Obtuve el puntaje máximo en la experiencia profesional (40 puntos). Debido a esto 

doce (12) de las certificaciones laborales quedaron sin ser calificadas por haber superado 

el máximo de calificación permitida. 

– Obtuve un puntaje de 0,94 puntos en la experiencia profesional relacionada, ya que 

ERRONEAMENTE solo me tuvieron en cuenta para calificación una de las cuatro 

certificaciones laborales que cumplían con este ítem. 

 

No estando de acuerdo con el puntaje obtenido en la calificación de la Experiencia Profesional 

Relacionada y haciendo uso de mi derecho de presentar reclamaciones frente a los resultados 

de la prueba de Valoración de Antecedentes, pasé la respectiva reclamación, bajo el número de 

radicado 434159767, en la cual solicité que así como una de las certificaciones laborales fue 

correctamente calificada en el ítem de experiencia Profesional Relacionada por tener funciones 

relacionadas o similares a las del empleo a proveer en el respectivo nivel, se tuvieran en cuenta 

(3) certificaciones laborales cuyas funciones son similares (por no decir iguales) a la citada 

anteriormente. Estas certificaciones corresponden a los Folios 1, 2 y 10 según el orden dado por 

la CNSC. 

En respuesta a mi reclamación la CNSC y la Universidad Libre manifestaron: 

- (…) En cuanto a los folios 1, 2, (…), se validaron como experiencia profesional adicional 

al requisito mínimo (…) 

- Lo relacionado con los folios 10 (…) ...nos permitimos indicarle que (…) no procede la 

asignación de puntaje, toda vez que dichos documentos ya fueron validados para el 

cumplimiento del requisito mínimo de experiencia condición obligatoria para el empleo en 

el cual concursa. (…) 



- Referente al folio 3, se valida como experiencia profesional relacionada, toda vez que 

usted alcanzó el máximo permitido en el ítem de experiencia profesional. (…) 

La respuesta dada por la CNSC evidencia que ignoraron el contenido de mi reclamación. Allí tan 

solo se limitaron a realizar un copiar y pegar sin dar respuesta real, precisa, congruente, clara, 

oportuna y de fondo a lo solicitado por mí en la reclamación, pues NO atendieron absolutamente 

nada a lo requerido, obviando el punto central de la reclamación ya que si realmente se hubieran 

tomado el trabajo de volver a revisar todas las certificaciones laborales como se solicitó, hubieran 

evidenciado que se calificaron erróneamente estas tres certificaciones al catalogarlas como 

“experiencia profesional” y se hubieran reclasificado en el ítem de experiencia profesional 

relacionada, por cumplir con los criterios tal como lo cita el anexo del ACUERDO No. № 0409 

DE 2020: 

(…) Experiencia Profesional Relacionada: Es la adquirida a partir de la terminación y aprobación 

del pensum académico de la formación en el respectivo nivel (profesional, técnico o tecnólogo) 

en el ejercicio de empleos o actividades que tengan funciones relacionadas o similares a las del 

empleo a proveer en el respectivo nivel (…) 

Ahora bien, como estas certificaciones hubieran salido del grupo de la experiencia profesional, 

entonces se debieron tomar cualquiera de las 12 certificaciones que no me tuvieron en cuenta 

inicialmente por haber superado la calificación máxima y calificarlas dentro de la experiencia 

profesional para que el puntaje máximo obtenido de 40 puntos no se vea afectado. Si el tema es 

que una de las certificaciones laborales que solicité reclasificar como Experiencia Profesional 

Relacionada fue tomada como Requisito Mínimo, debieron revisar que también pueden tomar 

cualquiera de las 12 certificaciones laborales que no tuvieron en cuenta y utilizarla para validar 

este requisito mínimo. 

Lo anterior queda resumido en el siguiente cuadro: 



 

Teniendo en cuenta la información citada en la respuesta dada por la CNSC en donde indican: 

(…) ... la metodología de calificación empleada para determinar el puntaje obtenido: 

FOLIO 
TIEMPO LABORADO

(meses)
GRUPO EN QUE FUE CLASIFICADO GRUPO EN EL QUE DEBIÓ SER CLASIFICADO 

1 6 Experiencia profesional Experiencia profesional relacionada

2 11 Experiencia profesional Experiencia profesional relacionada

3 3

Experiencia profesional 

relacionada
Experiencia profesional relacionada

4 4

No valido por maximo puntaje en 

experiencia profesional
Experiencia profesional

5 3
Experiencia profesional Experiencia profesional

6 7

Experiencia profesional Experiencia profesional

7 1
Experiencia profesional Experiencia profesional

8 5 Requisito Minimo Requisito Minimo

9 6 Experiencia profesional Experiencia profesional

10 13 Requisito Minimo Experiencia profesional relacionada

11 14 Experiencia profesional Experiencia profesional

12 12 Requisito Minimo Requisito Minimo

13 6

No valido por maximo puntaje en 

experiencia profesional
Experiencia profesional

14 3

No valido por maximo puntaje en 

experiencia profesional
Experiencia profesional

15 11 Requisito Minimo Requisito Minimo

16 4

No valido por maximo puntaje en 

experiencia profesional
Experiencia profesional

17 2

No valido por maximo puntaje en 

experiencia profesional

No valido por maximo puntaje en experiencia 

profesional

18 3

No valido por maximo puntaje en 

experiencia profesional
Requisito Minimo

19 1

No valido por maximo puntaje en 

experiencia profesional
Requisito Minimo

20 5

No valido por maximo puntaje en 

experiencia profesional
Requisito Minimo

21 3

No valido por maximo puntaje en 

experiencia profesional
Requisito Minimo

22 10

No valido por maximo puntaje en 

experiencia profesional

No valido por maximo puntaje en experiencia 

profesional

23 7

No valido por maximo puntaje en 

experiencia profesional

No valido por maximo puntaje en experiencia 

profesional

24 7

No valido por maximo puntaje en 

experiencia profesional

No valido por maximo puntaje en experiencia 

profesional

25 12

Experiencia antes de la tarjeta 

profesional



Experiencia profesional relacionada: Empleos que exigen 37 o más meses de experiencia como 

requisito mínimo. Para este grupo, en la prueba de valoración de antecedentes solo se valorará 

hasta un máximo de 48 meses de experiencia profesional relacionada adicional al requisito 

mínimo y el puntaje máximo asignado será de 15.  

𝑃𝑢𝑛𝑡𝑎𝑗𝑒 𝑑𝑒 𝐸𝑥𝑝𝑒𝑟𝑖𝑒𝑛𝑐𝑖𝑎 = 𝑇𝑜𝑡𝑎𝑙 𝑑𝑒 𝑚𝑒𝑠𝑒𝑠 𝑐𝑜𝑚𝑝𝑙𝑒𝑡𝑜𝑠 ∗ (15/48) 

Así las cosas, al calificar correctamente las certificaciones laborales tenemos dos alternativas: 

ALTERNATIVA 1: 

Al sumar correctamente los meses de experiencia reportados en los folios 1, 2, 3 y 10 

correspondientes a las cuatro certificaciones laborales que deben estar clasificadas como 

experiencia profesional relacionada, se obtiene un resultado de 33 meses que al aplicar la 

fórmula citada anteriormente arroja un resultado de 10,31 puntos en el ítem de experiencia 

profesional relacionada, obteniendo el siguiente resultado final para la prueba de valoración de 

antecedentes: 

 

 

Al sumar este resultado obtenido en la valoración de antecedentes a los resultados ya obtenidos 

de las pruebas de conocimientos básicos, funcionales y comportamentales estaría obteniendo 

un puntaje final de 67.28 lo que haría ubicarme en el primer puesto del listado de puntajes de 

aspirantes al empleo OPEC 137186. 

 

ALTERNATIVA 2: 

Al sumar correctamente los meses de experiencia reportados en los folios 1, 2 y 3 (dejando por 

fuera el folio 10 por ya haber sido tenido en cuenta como requisito mínimo y que por esta 

condición no pueda ser reclasificado), se obtiene un resultado de 20 meses de experiencia, que 

al aplicar la fórmula arroja un resultado de 6.25 puntos en el ítem de experiencia profesional 

ITEM PUNTOS 

EDUCACION FORMAL 10

EXPERIENCIA 

PROFESIONAL 40

EXPERIENCIA 

PROFESIONAL 

RELACIONADA 10,31

TOTAL VALORACION DE 

ANTECEDENTES 60,31



relacionada, obteniendo el siguiente resultado final para la prueba de valoración de 

antecedentes: 

 

Al sumar este resultado obtenido en la valoración de antecedentes a los resultados ya obtenidos 

de las pruebas de conocimientos básicos, funcionales y comportamentales estaría obteniendo 

un puntaje final de 66.91 lo que haría ubicarme en el primer puesto del listado de puntajes de 

aspirantes al empleo OPEC 137186. 

 

OBSERVACIONES – CONCLUSIONES – ABSTRACCIONES: 

De los hechos anteriormente narrados, argumentados y justificados es prueba fehaciente, 

diciente y demostrativa que la errónea calificación de mis certificaciones laborales vulneran los 

principios y derechos fundamentales de la transparencia, buena fe, igualdad, confiabilidad y 

confianza legítima; máxime los perjuicios causados a mi caso, ya que sin la ocurrencia de esta 

errónea clasificación de mis certificaciones laborales, estaría ocupando el primer lugar en el 

concurso en mención OPEC 137186. 

PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA EN CONCURSOS DE MERITOS.  

La acción de tutela establecida por el constituyente de 1991, en el artículo 86 de la Carta Política, 

fue instituida con el firme propósito de garantizar a todas las personas que habitan el territorio 

nacional, la efectividad en el ejercicio de sus derechos fundamentales cuando quiera que éstos 

resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión proveniente de una Autoridad Pública 

o de un particular en los casos determinados por la Ley. 

La Corte Constitucional en diversos pronunciamientos, entre otros el expresado en Sentencia T-
052 de 2009, han admitido que:  
 

ITEM PUNTOS 

EDUCACION FORMAL 10

EXPERIENCIA 

PROFESIONAL 40

EXPERIENCIA 

PROFESIONAL 

RELACIONADA 6,25

TOTAL VALORACION DE 

ANTECEDENTES 56,25



“La acción de tutela en caso de vulneración a los derechos fundamentales del debido proceso, 
al trabajo, y de acceso a los cargos públicos, que se presenten en el trámite de un concurso, 
procede de manera excepcional para conjurar su conculcación.  
La Sala1, con fundamento en la sentencia T-388 de 1998 de la Corte Constitucional, ha precisado 
que la acción de tutela procede para proteger los derechos fundamentales vulnerados con 
ocasión de los concursos de méritos adelantados para proveer empleos públicos“ porque se ha 
considerado que las acciones contenciosas administrativas con las que cuentan los ciudadanos 
carecen de eficacia necesaria para conferir una protección integral y eficaz de los derechos de 
rango fundamental que puedan estar comprometidos”  
5.1 La Corte Constitucional ha señalado de manera recurrente que la acción de tutela es un 
mecanismo protector de derechos fundamentales de naturaleza residual y subsidiaria, por lo cual 
solo puede operar para la protección inmediata de los mismos cuando no se cuenta con otro 
mecanismo judicial de protección, o cuando existiendo este, se debe acudir a la tutela como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  
Sin embargo, la doctrina constitucional ha reiterado que al estar en juego la protección de los 
derechos fundamentales al trabajo, la igualdad y el debido proceso de quienes participaron en 
un concurso de méritos y fueron debidamente seleccionados, la Corte Constitucional asume 
competencia plena y directa, aun existiendo otro mecanismo de defensa judicial, al considerar 
que la tutela puede “desplazar la respectiva instancia ordinaria para convertirse en la vía principal 
de trámite del asunto”, en aquellos casos en que el mecanismo alterno no es lo suficientemente 
idóneo y eficaz para la protección de estos derechos.  
5.2 Considera la Corte que en materia de concursos de méritos para la provisión de cargos de 
carrera se ha comprobado que no se encuentra solución efectiva ni oportuna acudiendo a un 
proceso ordinario o contencioso, en la medida que su trámite llevaría a extender en el tiempo de 
manera injustificada la vulneración de derechos fundamentales que requieren de protección 
inmediata. Esta Corte ha expresado, que para excluir a la tutela en estos casos, el medio judicial 
debe ser eficaz y conducente, pues se trata nada menos que de la defensa y realización de 
derechos fundamentales, ya que no tendría objeto alguno enervar el mecanismo de tutela para 
sustituirlo por un instrumento previsto en el ordenamiento legal que no garantice la supremacía 
de la Constitución en el caso particular.  
Sobre el punto conviene recordar el contenido de las sentencias SU-133 de 1998 y SU-086 de 
1999, mediante las cuales la Sala Plena de esta Corporación destacó: … La Corte estima que la 
satisfacción plena de los aludidos derechos no puede diferirse indefinidamente, hasta que 
culmine el proceso ordinario, probablemente cuando ya el período en disputa haya terminado. 
Se descarta entonces en este caso la alternativa de otro medio de defensa judicial como 
mecanismo de preservación de los derechos en juego, que son de rango constitucional, de 
aplicación inmediata (art. 85 C.P.) y que no pueden depender de un debate dado exclusivamente 
en el plano de la validez legal de una elección, sin relacionarlo con los postulados y normas de 
la Carta Política.”  
En idéntico sentido se pronunció nuevamente la Corte Constitucional mediante la sentencia de 
unificación SU - 613 de 2002, en la cual estableció:  

“[…] existe una clara línea jurisprudencial según la cual la acción de tutela es el mecanismo 

idóneo para controvertir la negativa a proveer cargos de carrera en la administración judicial de 

conformidad con los resultados de los concursos de méritos, pues con ello se garantizan no sólo 

los derechos a la igualdad, al debido proceso y al trabajo, sino también el acceso a los cargos 

públicos, y se asegura la correcta aplicación del artículo 125 de la Constitución. Por lo mismo, al 

no existir motivos fundados para variar esa línea, la Sala considera que debe mantener su 

posición y proceder al análisis material del caso. Obrar en sentido contrario podría significar la 

violación a la igualdad del actor, quien a pesar de haber actuado de buena fe y según la 



jurisprudencia constitucional, ante un cambio repentino de ella se vería incluso imposibilitado 

para acudir a los mecanismos ordinarios en defensa de sus derechos.” 

Prevalencia del derecho sustancial sobre las formas. Artículo 228 de la Constitución 
Nacional. Exceso ritual manifiesto. Reiteración de Jurisprudencia.  
 
La Constitución Nacional en su artículo 228, dentro de los principios de la administración de 
justicia, consagra la prevalencia del derecho sustancial sobre el procesal, con la finalidad de 
garantizar que los funcionarios judiciales al aplicar las normas que regulan los procedimientos no 
obstaculicen la realización del derecho sustancial. Si bien las formalidades o ritos son parte 
de todo proceso judicial, dichas formas han sido establecidas para garantizar a las partes 
intervinientes el cumplimiento de un debido proceso que respete sus derechos. No 
obstante, al aplicarse de manera manifiesta, las normas atendiendo únicamente a su texto o 
haciendo una aplicación mecánica, se incurre en un exceso ritual manifiesto.  
Frente al alcance del artículo 228 superior, La Honorable Corte Constitucional ha señalado 
lo siguiente:  
“Teniendo en claro la prevalencia que en la administración de justicia debía tener el 
derecho sustancial, el constituyente de 1991 lo estableció como principio de la 
administración de justicia en el artículo 228 al consagrar que en las actuaciones de la 
administración de justicia “prevalecerá el derecho sustancial”. Esta corporación al 
establecer el alcance de la mencionada norma ha dicho:  
“Cuando el artículo 228 de la Constitución establece que en las actuaciones de la 
Administración de Justicia “prevalecerá el derecho sustancial”, está reconociendo que el 
fin de la actividad jurisdiccional, y del proceso, es la realización de los derechos consagrados en 
abstracto por el derecho objetivo, y, por consiguiente, la solución de los conflictos de intereses. 
Es evidente que en relación con la realización de los derechos y la solución de los 
conflictos, el derecho procesal, y específicamente el proceso, es un medio.” En materia 
de tutela, en desarrollo del principio contemplado en el artículo 228 constitucional, se dijo 
que de manera excepcional podría el juez alejarse del procedimiento establecido con el fin 
de proteger el derecho sustancial: “La interpretación adecuada de la primacía anotada significa 
que los procedimientos legales adquieren su sentido pleno en la protección de los derechos de 
las personas. En consecuencia, cuando la aplicación de una norma procedimental pierde el 
sentido instrumental y finalista para el cual fue concebida y se convierte en una mera forma 
inocua o. más grave aún. Contraproducente, el juez de tutela debe obviar el trámite formal en 
beneficio del derecho fundamental afectado. (…)”. (Sentencia T-283/94. M.P. Dr. Eduardo 
Cifuentes Muñoz).  
Así las cosas, en aras de garantizar el respeto de los derechos fundamentales, y evitar la 
negación de los mismos, en los casos en que la observancia de las formalidades atente contra 
la protección del derecho fundamental quebrantado, éste debe prevalecer sobre las normas 
procesales. Con relación a la procedencia de la acción de tutela interpuesta como consecuencia 
de una irregularidad dentro de un concurso de mérito, La Corte ha sostenido que: “En lo que 
hace referencia a los concursos de méritos para acceder a cargos de carrera, en numerosos 
pronunciamientos la Corte ha reivindicado la pertinencia de la acción de tutela, a pesar de la 
presencia de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo, por cuanto esta última no ofrece la suficiente solidez para proteger 
en toda su dimensión los derechos a la igualdad, al trabajo al debido proceso y de acceso a los 
cargos públicos.” (Sentencia T-514/05. M.P. Clara Inés Vargas Hernández).  
Por consiguiente, considero que es procedente la acción de tutela interpuesta, ya que esta acción 
constitucional viene a suplir el espacio de desamparo o desprotección del derecho fundamental 



que deja el mecanismo alternativo de defensa judicial, por no ser adecuado y carecer del atributo 
de la eficacia requerida para la efectiva y real protección del referido derecho fundamental.  
Al respecto, la Honorable Corte Constitucional ha reiterado:  
“La corte, empero, encuentra necesario hacer la siguiente precisión: cuando el juez de tutela 
halle que existe otro mecanismo de defensa judicial aplicable al caso, debe evaluar si, conocidos 
los hechos en los que se basa la demanda y el alcance del derecho fundamental violado o 
amenazado, resultan debidamente incluidos TODOS los aspectos relevantes para la 
protección inmediata, eficaz y COMPLETA del derecho fundamental vulnerado, en el 
aspecto probatorio y en el de decisión del mecanismo alterno de defensa. Si no es así, si 
cualquier aspecto del derecho constitucional del actor, no puede ser examinado por el juez 
ordinario a través de los procedimientos previstos para la protección de los derechos de rango 
meramente legal, entonces, no sólo procede la acción de tutela, sino que ha de tramitarse como 
la vía procesal prevalente. Así como la constitución no permite que se subplante al juez ordinario 
con el de tutela, para la protección de los derechos de rango legal, tampoco permite que la 
protección inmediata y eficaz de los derechos fundamentales, sea impedida o recortada por las 
reglas de competencia de las jurisdicciones ordinarias.”  
 
TUTELA COMO MEDIDA TRANSITORIA  
De considerarse que no dispongo de otro medio de defensa judicial, solicito al señor Juez, que 
se estime la procedencia de acción de tutela como mecanismo transitorio para evitar perjuicios 
irremediables.  
 
COMPETENCIA PARA TRAMITAR LA TUTELA  
 
Del Honorable Juzgado, según lo previsto en el artículo 1 ° del DECRETO 1983 DE 2017 
Numeral 2. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o 
entidad pública del orden nacional serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, 
a los Jueces del Circuito o con igual categoría.  
La acción de tutela establecida en el artículo 86º de la Constitución Política de Colombia 
procede como mecanismo de defensa y protección inmediata de los derechos fundamentales, 
únicamente cuando el afectado no dispone de otro medio de defensa judicial, salvo que 
existiendo, se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Está 
legitimada toda persona que considere amenazados o vulnerados sus derechos fundamentales 
por cualquier autoridad pública, y en el caso que nos ocupa, buscamos dar cumplimiento a las 
reglas procesales establecidas en el Proceso de Selección No. 1487 de 2020 - Distrito Capital 
4, efectuada por la Comisión Nacional del Servicio Civil (CNSC) y ejecutado por la Universidad 
Libre.  
De conformidad con la sentencia SU-553 de 2015. La sala plena de la Honorable Corte 
Constitucional, recordó que la acción de tutela procede de manera excepcional para proteger los 
derechos fundamentales que resulten vulnerados con ocasión de expedición de actos 
administrativos en materia de concurso de méritos y, por tanto, solo resulta procedente en dos 
supuestos (i) cuando el medio de defensa existe, pero en práctica es ineficaz para amparar el 
derecho fundamental, lo que se traduce en un claro perjuicio al actor; y (ii) cuando se ejerce la 
acción de tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  
De parte de la solicitante se agotaron todas las herramientas que conforman el Acuerdo № 0409 
DE 2020, para presentar oposición a la violación de derechos, no dejando más opción que acudir 
a la acción de tutela como mecanismo excepcional para proteger los derechos fundamentales y 
constitucionales violados al debido proceso, igualdad, a los principios de legalidad y buena fe, 
confianza legítima e impidiéndome el acceso a cargos públicos por concurso de méritos.  

 



Vulneración de derechos fundamentales 

“(…) PRINCIPIO DE LA CONFIANZA LEGÍTIMA-Concepto 

En esencia, la confianza legítima consiste en que el ciudadano debe poder evolucionar en 

un medio jurídico estable y previsible, en cual pueda confiar. Para Müller, este vocablo 

significa, en términos muy generales, que ciertas expectativas, que son suscitadas por un 

sujeto de derecho en razón de un determinado comportamiento en relación con otro, o ante 

la comunidad jurídica en su conjunto, y que producen determinados efectos jurídicos; y si se 

trata de autoridades públicas, consiste en que la obligación para las mismas de preservar un 

comportamiento consecuente, no contradictorio frente a los particulares, surgido en un acto 

o acciones anteriores, incluso ilegales, salvo interés público imperioso contrario. Se trata, por 

tanto, que el particular debe ser protegido frente a cambios bruscos e inesperados efectuados 

por las autoridades públicas. En tal sentido, no se trata de amparar situaciones en las cuales 

el administrado sea titular de un derecho adquirido, ya que su posición jurídica es susceptible 

de ser modificada por la Administración, es decir, se trata de una mera expectativa en que 

una determinada situación de hecho o regulación jurídica no serán modificadas 

intempestivamente. De allí que el Estado se encuentre, en estos casos, ante la obligación de 

proporcionarle al afectado un plazo razonable, así como los medios, para adaptarse a la 

nueva situación. (…)” 

 

JURAMENTO 

En cumplimiento del requisito del artículo 38 del Decreto 2591 del 19 de noviembre de 1991 y 
bajo la gravedad del Juramento manifiesto que no he formulado acción de tutela por los hechos, 
argumentaciones antes mencionadas y relatadas en este escrito ante ninguna autoridad judicial.  

 
PETICIONES 

En virtud de lo anterior, dado que están siendo vulnerados mis derechos fundamentales y 
principios de Confianza Legítima, Igualdad, Buena, Fe, Justicia, Debido Proceso, Derecho al 
Trabajo, Acceso a la Carrera Administrativa por Meritocracia, y que tal vulneración causaría un 
daño irremediable a mi legítimo derecho de desarrollo humano, honorable Juez y/o Magistrado, 
hago las siguientes peticiones:  
 
- ORDENAR, como medida cautelar, a la Universidad Libre y la Comisión Nacional del Servicio 
Civil (CNSC) no publicar el listado definitivo de la lista de elegibles Proceso de Selección No. 
1487 de 2020 - Distrito Capital 4, OPEC 137186, de la Secretaría Distrital Movilidad y en caso 
dado que ya se halla publicado, suspender sus efectos hasta no revisar en detalle la totalidad de 
las pruebas indicadas.  
  
- ORDENAR a la Universidad Libre y la Comisión Nacional del Servicio Civil (CNSC) tener en 
cuenta las experiencias laborales solicitadas en la reclamación realizada con base en lo expuesto 
en la presente acción de tutela y efectuar los cambios correspondientes a mi puntaje obtenido en 
la prueba de valoración de antecedentes   
 
PRUEBAS DOCUMENTALES (MEMORIALES):  
Solicito al señor juez se sirva tener como tales y darles pleno valor probatorio a las siguientes 
pruebas documentales 
 

1. Fotocopia cedula de ciudadanía de la accionante (María del Pilar Rengifo Cano) 



2. ACUERDO № 0409 DE 2020 “Por el cual se convoca y se establecen las reglas del 
Proceso de Selección, en las modalidades de Ascenso y Abierto, para proveer los 
empleos en vacancia definitiva pertenecientes al Sistema General de Carrera 
Administrativa de la planta de personal de la Secretaría Distrital de Movilidad - Proceso 
de Selección No. 1487 de 2020 - DISTRITO CAPITAL 4”  

3. ANEXO ACUERDO No. CNSC 409 del 30 Diciembre de 2020 

4. Constancia Inscripción OPEC137186 

5. Reclamación interpuesta contra los resultados publicados frente a la prueba de 
Valoración de Antecedentes presentadas en el marco de las Convocatorias 1462 a 1492 
de 2020 - Distrito Capital 4. 

6. Respuesta de la CNCS – Comisión Nacional del Servicio Civil, con respecto a la 
reclamación interpuesta. 

 
NOTIFICACIONES  

Accionante: María del Pilar Rengifo Cano, autorizo ser requerida y notificada por el medio que 

el despacho considere más expedito, en el correo electrónico mp.rengifoc@gmail.com; al 

teléfono celular 3114558068, o a la dirección física Calle 66A Sur No. 66 – 81 Apto 349, Bogotá 

D.C. 

Accionadas: 1. Comisión Nacional del Servicio Civil (CNSC), dirección física: carrera 16 No. 96 

- 64 Piso 7, correo electrónico: notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co y 2. Universidad Libre, 

correo electrónico: juridicaconvocatorias@unilibre.edu.co, 

notificacionesjudiciales@unilibre.edu.co, diego.fernandez@unilibre.edu.co; y a terceros 

interesados según el despacho de decisión establezca. 

:  

Cordialmente,  

 

 
MARIA DEL PILAR RENGIFO CANO 

C.C. 52.443.974 de Bogotá D.C. 
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